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USURA: NO LO ES PACTAR UN INTERÉS ORDINARIO
DEL 10% NI MORATORIO DEL 30%
NO ES USURARIO UN PRÉSTAMO HIPOTECARIO ENTRE PARTICULARES

CON INTERÉS REMUNERATORIO DEL 10% POR NO SER
NOTABLEMENTE SUPERIOR AL NORMAL DEL DINERO (5,76% EN 2008,
CUANDO SE CONCERTÓ); Y A LOS MORATORIOS NO LES ES APLICABLE

LA LEY DE USURA DE 1908.

� STS 27/03/2019 � Ponente: Ignacio Sancho Gargallo.

Resumen: En 2008 se otorga una escritura de préstamo
hipotecario entre dos personas físicas particulares, en la
cual se estipula un interés remuneratorio del 10% anual y
moratorio del 30%.

El crédito fue posteriormente cedido por el acreedor a
una tercera persona, y finalmente el deudor vendió el
inmueble hipotecado y amortizó totalmente el préstamo,
pese a lo cual interpuso demanda en la que pedía la
nulidad de la escritura de préstamo hipotecario y de la
posterior cesión del crédito hipotecario por entender que
el préstamo era usurario, en la medida en que no se le
entregó todo el dinero que se afirmaba en la escritura que
se le entregaba (lo cual no pudo ser probado), y además
los intereses remuneratorios (10%) y moratorios (30%)
eran claramente desproporcionados.

La demandad se desestima en primera instancia; la
Audiencia Provincial desestima igualmente el recurso de
apelación, y el Tribunal Supremo el de casación.

Así, respecto de los intereses remuneratorios, el Alto
Tribunal considera que, conforme al art. 1 de la Ley de 23
de julio de 1908, de represión de la usura, "para que el
préstamo pueda ser considerado usurario es necesario
que, además de ser "notablemente superior al normal del
dinero", el interés estipulado sea "manifiestamente des-
proporcionado con las circunstancias del caso"; y en el
caso enjuiciado, en el año en que se pactó (2008), en ope-
raciones hipotecarias a un año el interés medio estaba
situado en el 5,99% y en operaciones hipotecarias a más
de 10 años en el 5,76% (TAE 6,18%); por lo que el interés
pactado, del 10% anual, con ser superior al medio, no
entra dentro de la consideración de "notablemente supe-
rior" y "manifiestamente desproporcionado con las cir-
cunstancias del caso".

Respecto de los intereses moratorio, la jurisprudencia
del TS considera que, dada la distinta naturaleza de los
intereses remuneratorios y los moratorios, a éstos últimos
no se les debe aplicar la Ley de Usura, pues cuando en ella
se habla de intereses se hace referencia a los retributivos,
ya que hay que contar con el carácter bilateral de la obli-
gación y la equitativa equivalencia de las prestaciones de
los sujetos de una relación jurídica que es bilateral,
onerosa y conmutativa, en la que el interés remuneratorio
es el precio del préstamo. Mientras que los intereses
moratorios sancionan un incumplimiento del deudor jurí-
dicamente censurable, y su aplicación tanto sirve para
reparar, sin la complicación de una prueba exhaustiva y
completa, el daño que el acreedor ha recibido, como para

constituir un estímulo que impulse al deudor al cumpli-
miento voluntario, ante la gravedad del perjuicio que le
producirían el impago o la mora. No obstante, en algún
caso, también se han reputado usurarios los intereses
moratorios, pero no aisladamente considerados, sino
como un dato más entre un conjunto de circunstancias
que conducen a calificar como usurario el contrato de
préstamo en sí: la simulación de la cantidad entregada, el
plazo de devolución del préstamo, el anticipo del pago de
los intereses remuneratorios, el tipo de tales intereses
remuneratorios, etc.

Por ello, tras rechazarse que el prestatario hubiera
dejado de recibir parte de la suma objeto del préstamo y
de que hubiera contratado el préstamo por padecer una
situación de angustia económica, y descartado que el
interés remuneratorio sea usurario, el dato del interés
moratorio, en sí mismo y aisladamente considerado, no es
suficiente para declarar la nulidad de la totalidad del prés-
tamo como usurario.

8

GANANCIALIDAD DEL NUMERARIO E
INDEMNIZACIÓN POR DESPIDO

SALVO PRUEBA EN CONTRARIO, EL NUMERARIO EXISTENTE EN EL
MATRIMONIO ES GANANCIAL EX ART. 1361; LA INDEMNIZACIÓN POR

DESPIDO ES GANANCIAL, PERO SÓLO LA PARTE CORRESPONDIENTE A
LOS AÑOS TRABAJADOS DURANTE LA VIGENCIA DEL RÉGIMEN DE

GANANCIALES.

� STS 03/07/2019 � Ponente: María de los Ángeles Parra Lucán.

Resumen: El litigio, sobre formación de inventario para la
liquidación de sociedad de gananciales, se debe a las dis-
crepancias entre los cónyuges respecto a la inclusión o no
de dos partidas en el activo ganancial:

1ª.- Una cantidad ingresada por un tercero (padre del
esposo), durante la vigencia del matrimonio, en la cuenta
corriente cuyo titular único es el marido. La esposa consi-
dera que la cantidad es ganancial al producirse el ingreso
constante matrimonio, mientras que el marido estima que
es privativa alegando que obedece a una previa transfe-
rencia realizada anteriormente por él en favor de dicho
tercero.

2ª.- Una indemnización por despido percibida por el
marido, que la esposa también considera ganancial por
ser percibida constante matrimonio y antes de su disolu-
ción. Respecto a esta cantidad, el marido matiza que,
estando dado de alta como trabajador de la empresa
mucho antes de contraer matrimonio, habría que descon-
tar la parte de la indemnización correspondiente a los
años trabajados antes de contraer el mismo.

El Juzgado de Primera Instancia estimó que ambas
cantidades eran de naturaleza ganancial; el esposo
recurrió en apelación, pero la Audiencia desestima el
recurso considerando gananciales tanto la cantidad ingre-
sada por el tercero, aplicando la presunción del art. 1.361
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Cc, como la indemnización por despido, por considerarse
como un todo indivisible aunque para su cuantificación
deban valorarse las circunstancias concurrentes, como el
tiempo trabajado.

El esposo recurre en casación y el TS estima en parte
el recurso:

1ª.- Respecto a la cantidad, considera que no habién-
dose probado que la cantidad perteneciera al esposo
antes de la vigencia de la sociedad de gananciales, juega
la presunción del art. 1.361 Cc.

2ª.- Por lo que se refiere a la indemnización por despi-
do, considera contraria a la doctrina de la sala interpretar
que la indemnización es toda ganancial sin que deba res-
tarse la cantidad correspondiente a los años trabajados
por el esposo antes del matrimonio. Y recuerda tal doctri-
na, mantenida en las sentencias 216/2008, 429/2008 y
596/2016, de que la indemnización cobrada en virtud del
despido en la empresa donde trabajaba el esposo debe ser
considerada ganancial porque tiene su causa en un con-
trato de trabajo desarrollado a lo largo de la vida del matri-
monio, pero solo por los años trabajados durante la vigen-
cia del régimen de gananciales; en consecuencia, no
tienen carácter ganancial las cantidades correspondientes
a los años en que no existía la sociedad de gananciales.

8

AUTOTUTELA. VOLUNTAD DE LA PERSONA
INCAPAZ EN EL NOMBRAMIENTO DE TUTOR
EL TS ANULA UNA SENTENCIA DE INCAPACITACIÓN PORQUE NO TIENE

EN CUENTA, INJUSTIFICADAMENTE, LA VOLUNTAD DE LA PRESUNTA
INCAPAZ EN ORDENA A LA DESIGNACIÓN DE TUTOR MANIFESTADA EN

TESTAMENTO ABIERTO NOTARIAL.

� STS 17/09/2019 � Ponente: José Luis Seoane Spiegelberg.

Resumen: Doña C, madre de seis hijos, otorga testamento
abierto en el que, si fuera necesario, nombra tutor a su hija
Z, en su defecto a M y en su defecto a E, también hijos
suyos, no queriendo en ningún caso que ostenten dicho
cargo sus otros tres hijos o cualquier asociación pública o
privada. Instada la incapacitación de Doña C el Juzgado de
instancia dicta sentencia designando tutora a la Agencia
Madrileña para la tutela de adultos, contra cuya sentencia
interponen recurso de apelación los hijos M y E; la AP
revoca la sentencia del juzgado, con el argumento de que
lo procedente es atribuir la tutela a dos hijos de la incapa-
citada, mancomunadamente, a M y a otro de los tres hijos
restantes no mencionados por aquélla en su testamento.

Contra dicha resolución judicial se interponen, ante el
TS, recursos extraordinarios por infracción procesal y
casación, estando fundamentado el primero en la falta de
motivación de la resolución judicial impugnada, por
cuanto no consta suficientemente justificada en el fallo la
razón por la que se prescinde de la voluntad de la incapaz.

El TS señala que una de las manifestaciones del prin-
cipio de autonomía de la voluntad de las personas la

encontramos en el régimen de autotutela, por cuanto per-
mite exteriorizar su preferencia sobre la concreta persona
que se encargará de su cuidado, excluir expresamente a
otras o refutar la tutela institucional. El necesario respeto
a tal autonomía privada exige su conocimiento para lo
cual el notario ha de comunicarla de oficio al RC, y, ade-
más, el Art. 234 CC la fija como criterio preferente a la
hora de proceder al nombramiento de tutor. Sin embargo,
si el respeto al orden legal del Art. 234 CC fuera contrario
al interés del discapacitado, el legislador permite alterarlo
o prescindir de todas las personas en él mencionadas pero
bajo un doble condicionamiento: concurrencia de circuns-
tancias que así lo justifiquen, pues la regla general es res-
petar el orden legal, y que tales razones resulten debida-
mente explicitadas en la resolución judicial que así lo
acuerde suficientemente motivada.

El TS señala que, en este caso, esta alteración por
parte de la AP de la autonomía de la voluntad exige un
plus reforzado de motivación. En la sentencia impugnada
no constan, debidamente exteriorizadas y explicitadas, las
razones que justifican la alteración del orden establecido
por la testadora en orden a la designación de tutor. La esti-
mación por el TS del recurso extraordinario por infracción
procesal conduce a que no quepa entrar en el recuro de
casación y, en consecuencia, el TS, remite los autos a la
Audiencia para que dicte una nueva sentencia suficiente-
mente motivada.

8

CESE DE CUSTODIA COMPARTIDA POR
TABAQUISMO DE UN PROGENITOR

EN UN PROCESO DE DIVORCIO, DECRETADO EN 1ª INSTANCIA CON
CUSTODIA COMPARTIDA. LA AUDIENCIA ESTIMA EL RECURSO DE LA

MADRE, DEJANDO SIN EFECTO LA CUSTODIA COMPARTIDA POR
TABAQUISMO DEL PADRE.

� SAP 18/09/2018 � Ponente: Pedro Roque Villamor Montoro.

Resumen: En primera instancia se decreta el divorcio de
los padres y la custodia compartida de los hijos menores,
entendiéndola como la más favorable para los mismos.

La madre recurre la custodia compartida por entender
que con esa medida no se respeta el interés del menor
siempre preferente con cita de los artículos 92 del Código
Civil, 2 y 11.2 de la ley 1/96.

Alega, fundamentalmente, que era la que se preocu-
paba de los niños, la falta de movilidad por reducción
física del padre y problemas de salud por ser fumador
patológico, así como la afirmación del hijo mayor de que
prefería ser estar con la madre.

La Audiencia estima el recurso, por entender que:
– Ambos menores manifiestan que tienen que

soportar el ambiente cargado de humo con motivo del
tabaquismo de su padre. En esta situación y debiéndose
de evitar cualquier tipo de situación de riesgo para los
menores, es evidente que el proceder del padre pone en
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situación de peligro la salud de los menores de forma
absolutamente irresponsable y sin mirar a otra cosa que
no sea a su adicción.

– No sería lógico que a los menores no se protegieran
en su hogar de aquello que respecto a lo que la sociedad
se cuida mucho en proteger para cualquier ciudadano en
lugares públicos.

– Pero es que, además, da noticias muy claras de que el
padre pospone la propia salud de sus hijos a su tabaquismo.

Por lo tanto, fija un régimen de guarda monoparental
a favor de la madre, con régimen de visitas y estancias a
favor del padre, con apercibimientos derivados del riego
para los menores de fumar en su presencia en lugares
cerrados como hasta ahora ha venido haciendo.

8

GANANCIALIDAD DE INDEMNIZACIÓN DE UN
SEGURO POR UN PRÉSTAMO HIPOTECARIO

LA INDEMNIZACIÓN CONCEDIDA POR UNA ENTIDAD ASEGURADORA
COMO CONSECUENCIA DE UN SEGURO CONCERTADO CON LA

FINALIDAD DE CUBRIR EL RIESGO DE INSOLVENCIA DEL PAGO DE UN
PRÉSTAMO HIPOTECARIO TIENE CARÁCTER GANANCIAL.

� STS 20/09/2019 � Ponente: María de los Ángeles Parra Lucán.

Resumen: El pago de la indemnización efectuado por una
entidad aseguradora a la entidad prestamista, que es
beneficiaria del seguro y que había concedido un
préstamo hipotecario a dos esposos casados en ganancia-
les, como consecuencia de haberse producido el recono-
cimiento de la incapacidad del esposo asegurado, tiene
carácter ganancial, al haberse producido con anterioridad
al divorcio de los esposos y ello aunque el esposo incapaz
alegue que estaban ya separados de hecho.

La sentencia señala que si el recurrente considera que
la sentencia recurrida omitió un pronunciamiento sobre la
situación de separación de hecho que invoca y sobre las
consecuencias de tal separación sobre la vigencia del régi-
men de gananciales, debió interponer un recurso por
infracción procesal de acuerdo con las exigencias legales
que regulan ese recurso.

La peculiaridad del presente caso deriva de la natura-
leza del seguro concertado, un seguro de amortización del
préstamo. En virtud de este seguro, aunque técnicamente
se asegura el riesgo que afecta a la integridad física o eco-
nómica del asegurado, realmente se está asegurando la
imposibilidad de obtener ingresos para amortizar el prés-
tamo. De este modo, la entidad prestamista, al ser desig-
nada como beneficiara, refuerza su garantía en el pago del
crédito y los prestatarios se liberan de pagar en la
cantidad asegurada si ocurre el evento asegurado. En con-
secuencia, no estamos ante una indemnización privativa
cobrada por un cónyuge, sino ante el pago efectuado como
consecuencia de un seguro concertado precisamente con la
finalidad de amortizar una deuda de la sociedad de ganan-
ciales, es decir, con la finalidad de cubrir el riesgo de insol-

vencia de pago del préstamo hipotecario que, por lo dicho,
era una deuda ganancial.

8

INTERPRETACIÓN DE UNA RELACIÓN
CONTRACTUAL COMPLEJA
ES CONFORME UTILIZAR EL CANON HERMENÉUTICO DE LA TOTALIDAD

(EX ART. 1285 CC) PARA LA INTERPRETACIÓN DE UN ENTRAMADO
CONTRACTUAL QUE CONSTITUYE UN CONTRATO COMPLEJO DE

AGENCIA, MÁS ALLÁ DEL NOMEN IURIS DE CADA FIGURA.

� STS 01/10/2019 � Ponente: Pedro José Vela Torres.

Resumen: Una empresa mantuvo una relación de colabo-
ración mercantil con Vodafone España S.A.U. durante
varios años. Dicha relación jurídica se desarrollaba
mediante diversas figuras: a) un contrato de agencia en
exclusiva para punto de venta; b) un contrato de
franquicia en exclusiva; c) un contrato de servicio post-
venta; y d) un contrato de colaboración para la promoción
comercial de seguros de terminales. Al extinguirse la rela-
ción contractual la empresa demandó a Vodafone recla-
mándole una indemnización por clientela, por extinción
del contrato de agencia y demás contratos vinculados.

En 1ª instancia se declaró extinguido el contrato de
agencia y se condenó a Vodafone al pago de una indem-
nización. La AP de Valencia confirmó dicha sentencia
argumentando que existía una relación contractual com-
pleja, y que, por tanto, la indemnización por clientela debía
calcularse en función de todo el conjunto contractual.

Vodafone recurrió en casación argumentando que aun-
que las partes celebraron diversas relaciones contractuales,
ello no quería decir que se tratara de una relación única,
interpretable como un todo, y que sólo el contrato de agen-
cia podría dar lugar a indemnización por clientela. Entrando
en la cuestión el TS parte de dos consideraciones previas:

1).- Que la interpretación de los contratos constituye
una función de los tribunales de instancia, que ha de pre-
valecer y no puede ser revisada en casación, salvo cuando
sea contraria a alguna de las normas legales que regulan
la interpretación de los contratos o se demuestre su
carácter manifiestamente ilógico, irracional o arbitrario.

2).- Que el principio rector de la labor de interpretación
es la búsqueda de la voluntad real de las partes; y para ello
el sentido literal, es el presupuesto inicial, ya que cuando los
términos son claros la interpretación literal impide que se
pueda modificar una declaración precisa (ex art. 1281 CC).

Sin embargo, señala que, en este caso, no se trata de que
la AP haya contravenido la literalidad contractual, sino que la
parte recurrente alega que las distintas relaciones contrac-
tuales deben interpretarse aisladamente mientras que la AP
sostiene que tales relaciones conformaban un entramado
contractual, ("un todo"), que en su conjunto se engloba como
un “contrato complejo de agencia”, más allá del nomen iuris
concreto de cada figura. Es decir, para el TS, la AP no hace una
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interpretación literal, sino que utiliza el canon hermenéutico de
la totalidad, (ex art. 1285 CC), pero aplicado no a las distintas
cláusulas de un solo contrato, sino al conjunto contractual. Y
en este caso, sigue el TS, el todo que constituye el contrato no
se conforma con cada una de las relaciones contractuales cele-
bradas entre las partes sino con el conjunto de todas ellas, lo
que resulta de los siguientes argumentos:

a) Que el objeto del negocio era el mismo, (la
promoción y venta de productos de Vodafone); y,

b) Que todas las figuras contractuales, (que eran de
colaboración mercantil), se basaban en un modelo retribu-
tivo único dependiente de unos objetivos marcados por
Vodafone.

En consecuencia, el TS señala que, por tanto, no hay
infracción de las reglas de interpretación de los contratos,
y desestima el recurso.

8

PÉRDIDA DE PATRIA POTESTAD POR IMPAGO DE
PENSIÓN DE ALIMENTOS

EL INCUMPLIMIENTO PROLONGADO POR EL PADRE DEL RÉGIMEN DE
VISITAS Y DEL PAGO DE LA PENSIÓN DE ALIMENTOS IMPUESTOS EN
SENTENCIA DE DIVORCIO ES CAUSA LEGAL DE LA PRIVACIÓN DE LA

PATRIA POTESTAD, DE CONFORMIDAD CON EL ARTÍCULO 170 DEL
CÓDIGO CIVIL.

� STS 01/10/2019 � Ponente: Eduardo Baena Ruiz.

Resumen: El incumplimiento prolongado por el padre del
régimen de visitas y del pago de la pensión de alimentos
impuestos en sentencia de divorcio es causa legal para la
privación de la patria potestad, de conformidad con lo dis-
puesto en el artículo 170 del Código Civil.

La sentencia estima que no tendría sentido, por ir en
contra del interés de la menor, que quien se ha desenten-
dido gravemente de ella, tanto en lo afectivo como en lo
patrimonial, conserve, potencialmente, facultades de deci-
sión sobre ella derivadas de la patria potestad.

Ello no impide que en el futuro, y en beneficio de la hija,
si el recurrente cumple lo declarado y prometido, los Tribu-
nales puedan acordar la recuperación de la patria potestad,
cuando hubieran cesado las causas que motivaron la priva-
ción (art. 170, párrafo segundo, CC).

Tampoco impide la decisión acordada que el recurrente
pueda relacionarse con su hija en los términos del art.160
del CC, si así se solicita y se considerase procedente en el
futuro.

8

ACCIÓN DE RECLAMACIÓN DE FILIACIÓN NO
MATRIMONIAL. REQUISITOS

CADUCIDAD DE LA ACCIÓN DE RECLAMACIÓN DE FILIACIÓN NO
MATRIMONIAL CUANDO NO EXISTE POSESIÓN DE ESTADO. REQUISITOS

DEL ART. 133 CC TRAS LA REFORMA DE 2015.

� STS 08/10/2019 � Ponente: María de los Ángeles Parra Lucán.

Resumen: El presente recurso plantea como cuestión jurídica
la aplicación del plazo de un año para el ejercicio de la acción
de reclamación de filiación paterna no matrimonial sin pose-
sión de estado a las demandas interpuestas después la entra-
da en vigor de la reforma del Art. 133 CC tras la Ley 26/2015
de 28 de julio cuando el nacimiento del menor cuya filiación
se reclama es anterior a dicho momento.

En 2017 Don V. interpone demanda contra Doña R. de
reclamación de filiación no matrimonial de una niña nacida
en 2013 al amparo del Art. 133 CC. El juzgado de instancia
desestima la demanda por caducidad de la acción; inter-
puesto recurso de apelación ante la AP, ésta dicta sentencia
estimatoria del recurso y declara la filiación no matrimonial
de la menor respecto a Don V. La madre de la menor inter-
pone ante el TS recurso por infracción procesal y de
casación basado éste último en dos motivos: infracción de
la doctrina jurisprudencial respecto de los requisitos que
deben concurrir para apreciar que existe posesión de estado
y la infracción de los Arts. 2 y 133 CC porque este último, en
su actual redacción, establece un plazo de caducidad de un
año de ejercicio de la acción.

En relación a la posesión de estado y sus requisitos, el
TS señala que los concretos hechos probados en la
sentencia de instancia y no modificados en apelación no son
constitutivos del concepto jurídico de “posesión de estado
de filiación”. Desde que nació la menor el padre no ha reali-
zado ni un solo acto, con publicidad o sin ella, que permitiera
reconocer de forma notoria a Don V. como padre de la mis-
ma pues el hecho de que él fuera consciente de su paterni-
dad o que lo fueran un reducido grupo de amigos o
familiares no permite hablar de posesión de estado dado
que no ha existido un comportamiento material y afectivo
propio de la relación de filiación que fuera dispensado por el
progenitor paterno o su familia. No existe, en definitiva, una
relación de filiación “vivida”, un comportamiento
congruente con los deberes de padre manifestado mediante
actos continuados y reiterados, requisito necesario, según
la jurisprudencia, para poder valorar el goce público de una
relación de filiación acreditativa de la posesión de estado.

En cuanto a la caducidad de la acción de reclamación
de filiación no matrimonial, el TS recuerda que, cuando se
interpuso la demanda, es decir en 2017, la nueva redacción
del Art. 133 CC estaba en vigor, por lo que es aplicable al
caso y, puesto que había transcurrido un año desde que el
actor conoció el nacimiento de la niña, hay que entender
que la acción ha caducado. Siguiendo su propia jurispru-
dencia, el TS apunta que la Ley 26/2015 de 28 de julio no
contiene una disposición transitoria que se ocupe expresa-
mente de la aplicación de la nueva norma contenida en el
Art. 133 CC a las demandas de filiación de los nacidos con
anterioridad a su vigencia, lo cual sólo puede ser interpre-
tado como voluntad del legislador de la aplicación
inmediata del nuevo régimen legal. En este caso, el actor
tuvo conocimiento de los hechos el día del nacimiento de
la menor, por lo que en el momento de interposición de la
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demanda había transcurrido el plazo de un año fijado por
el legislador para el ejercicio de la acción. En consecuencia,
el TS casa la sentencia, asume la instancia y desestima el
recurso de apelación.

8
CONCEPTO RESIDENCIA HABITUAL A EFECTOS LISD

NO HACEN PERDER AL INMUEBLE LA CONSIDERACIÓN DE VIVIENDA
HABITUAL EL CAMBIO DE RESIDENCIA OBLIGADO POR ENFERMEDAD,

MÁXIME CUANDO EL FALLECIMIENTO SOBREVIENE DURANTE Y COMO
CONSECUENCIA DE LA MISMA.

� STSJ 16/07/2018 � Ponente: Jesús MaríaChamorro González.

Resumen: En el presente supuesto, al haber la causante
fallecido en un centro geriátrico sin haber residido en su
vivienda habitual en los tres años inmediatamente anterio-
res a su fallecimiento, se discute en el litigio si procedía o
no la consideración de esa vivienda como vivienda habitual
a los efectos de calcular la base liquidable del impuesto, lo
que puede llevar a la conclusión de que no cabe aplicar la
reducción de la base en los términos previstos por el art.
20.2.c) párrafo tercero, de la Ley 29/87, de 18 de diciembre,
del Impuesto de Sucesiones y Donaciones.

La reciente STS 12 de mayo de 2017, dictada en el
recurso de casación 1.657/2016 de unificación de doctrina,
resuelve el presente supuesto. En ella se cuestionaba la
pérdida o no de la condición de vivienda habitual como con-
secuencia del traslado del causante a la vivienda del parien-
te causahabiente por razones de enfermedad.

El concepto de vivienda habitual no aparece en la LISD,
por lo que ha de atenderse a la normativa reguladora del
Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas que, expre-
samente, se refiere a ella. Y así, el artículo 41 bis del Regla-
mento, aprobado por Real Decreto 439/2007, de 30 de
marzo (como antes el artículo 51.1 del Reglamento de
1999), define la vivienda habitual a efectos de
determinadas exenciones en los siguientes términos "[...]
se considera vivienda habitual del contribuyente la edifica-
ción que constituya su residencia durante un plazo conti-
nuado de, al menos, tres años. No obstante, se entenderá
que la vivienda tuvo el carácter de habitual cuando, a pesar
de no haber transcurrido dicho plazo, se produzca el falleci-
miento del contribuyente o concurran otras circunstancias
que necesariamente exijan el cambio de domicilio, tales
como celebración de matrimonio, separación matrimonial,
traslado laboral, obtención del primer empleo, o cambio de
empleo, u otras análogas justificadas".

Pues bien, en el ámbito de "otras causas análogas jus-
tificadas" del traslado que no hacen perder al inmueble la
consideración de vivienda habitual ha de incluirse la enfer-
medad acreditada que obliga al cambio de residencia,
máxime cuando el fallecimiento sobreviene durante y
como consecuencia de dicha enfermedad.

En consecuencia, acreditado que la causante tenía
como vivienda habitual la transmitida "mortis causa" y que
su fallecimiento y su residencia habitual en los últimos tres
años había tenido lugar en un centro geriátrico, en el que

se encontraba por razón de su situación personal, funda-
mentalmente por motivos de salud, es por lo que considera
esta Sala, que nos encontramos ante una causa análoga
justificada en los términos en los que se expresa el Tribunal
Supremo, lo que hace, conforme a dicha doctrina jurispru-
dencial que la vivienda transmitida debe de seguir benefi-
ciándose de la reducción prevista en el art. 20.2.c) de la Ley
29/87, y en consecuencia, producirse la correspondiente
minoración en la base imponible del impuesto.
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LEGITIMIDAD DEL USUFRUCTUARIO PARA
EJERCITAR LA ACCIÓN DE DESAHUCIO

CONFIRMA LA AUDIENCIA EL CRITERIO DEL JUEZ DE PRIMERA
INSTANCIA QUE CONSIDERA QUE UNO DE LOS LEGITIMADOS POR EL
ART. 250-1-2º LEC PARA EL EJERCICIO DE LA ACCIÓN DE DESAHUCIO

POR PRECARIO ES EL USUFRUCTUARIO, AUNQUE LA HERENCIA NO ESTÉ
AÚN ADJUDICADA.

� SAP 09/05/2019 � Ponente: Javier Antón Guijarro.

Resumen: La Sentencia dictada por el Juzgado de Primera
Instancia estima el desahucio por precario de la vivienda,
instado por la usufructuaria, condenando a la demandada
a dejar libre la finca y a disposición de la demandante bajo
apercibimiento de lanzamiento en caso contrario.

En el recurso de apelación se viene a negar la condición
de usufructuaria de la demandante como presupuesto de
su legitimación para el ejercicio de la acción de desahucio
por precario, para lo cual se alega que creó una ficción con
su hijo de que la primera la arrendadora y perceptora de las
rentas cuando en realidad es su hijo quien realiza todos los
actos propios de un pleno propietario.

En el Registro de la Propiedad aparece como titular, en ple-
no dominio, el difunto esposo de la usufructuaria, en cuyo tes-
tamento consta que "lega a su referido y actual cónyuge el
usufructo universal vitalicio y sin fianza de toda su herencia".

Entiende la Audiencia que no se puede aceptar la tesis
que sostiene la apelante según la cual, la usufructuaria y su
hijo habrían llegado al acuerdo puramente consensual de
partir parcialmente la herencia adjudicando a este último
el pleno dominio de la vivienda objeto de esta litis.

Confirma la Audiencia el criterio del Juez de primera ins-
tancia que considera que uno de los legitimados por el art.
250-1-2º LEC para el ejercicio de la acción de desahucio por
precario es el usufructuario, habiendo fijado nuestro Alto
Tribunal en STS 20 enero 2014 doctrina jurisprudencial
acerca de la legitimación del cónyuge que ha sido instituido
legatario del usufructo universal para ejercitar la acción de
desahucio por precario mientras la herencia permanezca
total o parcialmente en situación de indivisión, situación que
es precisamente la que aquí acontece, motivo por el que
estima el recurso y confirmada la Sentencia apelada.
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